Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 34 minutos.) 


SEÑOR CHIRUCHI.- Lamentablemente, en la última sesión de la Comisión -celebrada el martes 
pasado de mañana- estuve poco rato, por lo que ahora me gustaría dejar algunas constancias. 


En principio, señalo que de acuerdo con lo solicitado por la señora Presidenta, he enviado 
una nota a la Comisión en la que analicé algunos temas vinculados con el proyecto de ley. 


La primera afirmación que quiero hacer es que compartimos el propósito de esta iniciativa, 
pero para nosotros sería conveniente lograr consenso en dos temas específicos, que lamentablemente 
fueron votados en esa sesión y que creo son fundamentales para el espíritu de este proyecto de ley. 
Uno tiene que ver con la unidad ejecutora responsable del Plan, y el otro, con el procedimiento de 
contratación que se plantea. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Aclaro al señor Senador que todo el Capítulo Il, “Organización y Estructura 
del Plan Juntos”, quedó aplazado. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Le agradezco la aclaración. 


Con relación al artículo 17, quiero mencionar que su inciso segundo crea una nueva 
excepción en el artículo 33 del TOCAF, referida a la contratación pública. Hemos estudiado el tema - 
recién estamos trabajando en él- y vimos que el literal Y) ya existe en el TOCAF y está referido a las 
contrataciones de bienes o servicios que realice el Inciso 11, Ministerio de Educación y Cultura, con 
Asociaciones y Fundaciones vinculadas con la Universidad de la República. Me parece que en el inciso 
22 del artículo 17 hay un error ya que el literal no debería ser Y). En este sentido, me preocupa mucho 
lo que tiene que ver con la compra directa o contrataciones que se puedan realizar para aplicar o poner 
en ejecución el Plan Juntos. En una sesión anterior, el señor Senador Bordaberry hizo un análisis muy 
rápido sobre este tema. El literal |) del artículo 33 del TOCAF hace referencia a las razones de urgencia 
no previsibles para que se apliquen en diferentes situaciones como manera de dar inmediata solución 
al problema que se plantee, ya sea de contratación o de adjudicación, siempre que no se haya podido 
prever con anticipación, tal como establece el TOCAF. Por lo tanto, si el organismo pudo tomar 
previsiones pero no lo hizo, quiere decir que se durmió, aunque exista urgencia de dar una solución al 
problema. Nosotros entendemos que para esta situación no es aplicable a la licitación pública del literal 
Y). Como ejemplo de la aplicación de este literal Y) se puede citar el caso de la Intendencia de 
Montevideo, que en oportunidad de la huelga de sus funcionarios contrata en forma directa el servicio 
de recolección de residuos. En este caso se aplica el literal Y) por razones de urgencia y porque no se 
pudo prever. 


Creo que la emergencia habitacional a la que refiere este proyecto de ley que estamos 
considerando no es lo mismo que urgencia no previsible. A modo de ejemplo, el PIAI fue creado en el 
año 1995 y su función era resolver el tema de la vivienda e infraestructura con relación a la población 
que, probablemente, en un porcentaje grande va a demandar el Plan Juntos. Pensamos que ha habido 
tiempo más que suficiente para prever esta situación. De todas formas, hay excepciones que ya están 
incluidas como tales en el propio artículo 33 del TOCAF. Precisamente, cuando hay que realizar 
compras por parte de la Presidencia de la República para el Sistema Nacional de Emergencia, a 
efectos de atender situaciones de crisis o desastres excepcionales, se debe dar cuenta a la Asamblea 
General. Evidentemente, se trata de situaciones no previsibles que también se ajustan a una causal de 
urgencia, como excepción a la licitación pública. 


En este proyecto de ley -que vamos a apoyar en general- se establece la emergencia 
habitacional pero, evidentemente, esa no es la misma situación que enfrenta el Sistema Nacional de 
Emergencia; no se trata de inundaciones, de epidemias u otras situaciones que se puedan presentar 
repentinamente y deban resolverse en forma inmediata. De alguna manera, al igual que en el literal “Y”, 
son situaciones que requieren atención inmediata y que no pudieron preverse. 


Lo que voy a decir a continuación es, para mí, el cerno de lo que quiero trasmitir a la 
Comisión: la eficiencia en la gestión de los recursos públicos y la licitación pública no son 
incompatibles. Por el contrario, la licitación pública constituye la herramienta más eficaz para una 
acción eficiente, transparente y competitiva, que procura abaratar el gasto del Estado. Estoy 
convencido de que la excepción a la licitación pública, más que una solución, muchas veces es un 
problema y en este caso temo que se transforme en un inconveniente para la nueva institución que se 
crea. 


Por estas razones quiero dejar constancia de que, así como está redactado el artículo 17, el 
Partido Nacional lo va a votar en forma negativa. 


Es cuanto quería decir en relación a este artículo. En la nota que referimos a la señora 
Presidenta de la Comisión hacíamos referencia al artículo 4%, que también incluye uno de los temas 
donde creemos que se debe lograr consenso; de lo contrario, votaríamos negativamente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En la sesión pasada -lástima que usted no pudo estar presente- estuvimos 
discutiendo sobre el artículo 17 y lo cierto es que podemos tener diferencias de orden constitucional, 
diversas interpretaciones jurídicas o diferentes visiones políticas, lo que es natural. Al final, para poder 
votarlo lo desglosamos en dos partes; el primer inciso fue votado por la unanimidad de los presentes y 
el segundo se aprobó por mayoría. Podríamos volver a mencionar los argumentos que dimos, pero nos 
parece que estamos mirando esta realidad desde un ángulo diferente, en el sentido de que para 
nosotros la situación de esta población -aunque no se haya producido un imponderable de la 
naturaleza- es de emergencia. No olvidemos que esta población se encuentra al borde de las 
posibilidades y por esa razón incorporamos este literal “Y”, que nos da más agilidad. Esa es la razón de 
fondo, aunque puede ser discutible políticamente y lo admito. Ello será parte de la discusión que 
daremos. 


En cuanto a la licitación, creo lo mismo que el señor Senador Chiruchi, solo que a veces se 
demora una acción. Es decir, una vez que se hace el llamado, se presentan los postulantes y luego se 
da el resultado, pero casi automáticamente las empresas perdedoras impugnan y ese proceso va 
insumiendo meses. Lo he visto en miles de licitaciones del Estado. Por lo tanto, son tiempos que de 
repente en una obra grande de infraestructura pueden ser razonables, pero no lo son cuando estamos 
ante una emergencia social. Esa es la razón de fondo. Acá no hay nada escondido. Además, para 
tranquilidad del señor Senador Chiruchi, en la propuesta que presenté agregué los controles que 
solicitara, así como organismos correspondientes, de modo de poder controlar todo lo que se esté 
haciendo. Incluso, allí se establece una auditoría interna para el Plan y demás. Creo que tiene razón el 
señor Senador y que la caracterización de la población es la que da la razón a este inciso. Lo podemos 
volver a discutir, pero en principio no estamos dispuestos a cambiar nuestra posición en ese inciso. 


SEÑOR CHIRUCHI.- En cuanto a las reflexiones de la señora Presidenta, quiero decir -y ella lo 
mencionaba- que en el caso de las obras importantes de infraestructura se debería llamar a licitación. 
Creo que no cabe otra posibilidad. Es más, la adjudicación directa no correspondería y creo que le 
haría mucho mal al Estado, al Gobierno y a este nuevo organismo que creamos, el Plan Juntos. 


En la primera sesión, si no me equivoco, mencioné lo relativo a la compra de bienes más 
parciales, experiencia que asumí en una política de mejora de la vivienda económica -que no se 
llamaba Plan Juntos- de ayuda al más sumergido y a las familias más modestas en los barrios del 
departamento de San José. En aquella experiencia, teníamos un informe socioeconómico de cada 
familia, avalado por asistentes sociales y profesionales, y si a una casita le faltaba el baño o el pozo 
negro y se necesitaban 50 bloques, 5 varillas y 3 ó 5 bolsas de portland, la Intendencia procedía a 
adquirir los materiales, cumpliendo con las normas vigentes. Sin embargo, nunca dejamos de ser 
ejecutivos en la gestión. Como lo dije en esa oportunidad, dormíamos tranquilos y exigíamos que la 
estructura de la Intendencia fuera rigurosa en eso. No desconfío de nadie, pero debemos cuidar al 
Estado y a una operativa que busca tender la mano a cientos y miles de ciudadanos. Por ahí aparece 
la tentación y nos compramos un gran lío. Por ello entiendo que debemos esforzarnos en ser lo más 
transparentes posible, lo que no significa que estemos desconfiando de nada ni de nadie. Creo que 
esto jerarquiza la gestión de un organismo del Estado. No voy a insistir más con este tema y, en ese 
sentido, pienso que ya he sido suficientemente claro. Vamos a probar con esta iniciativa y, 


nuevamente, reiteramos nuestro deseo de que se actúe de forma ejecutiva, ya que es lo que ha faltado 
hasta el momento en política de vivienda. Eso es algo que he observado en todas las áreas que tienen 
la responsabilidad de construir viviendas; realmente, no se han construido viviendas y sabemos que 
esa es una preocupación del Presidente de la República, ya que así lo manifestó durante la campaña 
electoral. En este año y medio de Gobierno no se ha sido tan ejecutivo como se había anunciado y 
propuesto, a través de la adjudicación directa de viviendas. Aclaro que esto no es una crítica a la 
política de vivienda del Gobierno; por el contrario, estamos para ayudar y queremos que se logren 
buenos resultados porque, en definitiva, es la gente la que queda rehén de estas situaciones 
generadas por la falta de ejecutividad. 


En definitiva, queríamos agregar un elemento que, a nuestro juicio, hace a la transparencia 
de la gestión porque, sin dudas, a la población le cae bien que actuemos de esa forma. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero recordar que Montevideo tiene 465 asentamientos y le sigue en 
número Canelones con 95; quiere decir que el área metropolitana tiene más de 500 asentamientos. 
Luego, el departamento que sigue a esta área es Maldonado, pero no llega a 40. Por consiguiente, el 
problema está concentrado en el área metropolitana, lo que no quiere decir que no haya viviendas 
precarias en Rivera, en Artigas, etcétera. Sí que las hay, pero no en el volumen y concentración que, 
por razones de migración interna, se ha dado en esta zona. El PIAI, que a mi juicio es muy bueno, tiene 
una reglamentación que estableció el BID, más allá de que se ha ido negociando. Este Programa toma 
una pequeña parte de esos asentamientos, que son los que existen, entre determinadas fechas allí 
establecidas, o sea que no es general. Por consiguiente, eso genera ciertas limitaciones, aunque en lo 
personal entiendo, repito, que se trata de un Programa que funcionó y funciona muy bien. De todas 
maneras, insisto en que no se puede aplicar en cualquier lado. Esas son las particularidades que tiene 
esta emergencia. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Aclaro que no estamos hablando de los requisitos del BID, sino de la legislación 
actual, es decir, la que hicimos nosotros. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que es lógico que el BID establezca requisitos porque es el organismo 
que financia el Programa. Pero hay que tener presente que esos requisitos se negociaron en muy 
buena forma, ya que se tomó en cuenta la experiencia. Por mi parte, he hablado muchas veces con la 
gente del PIAI e, incluso, les he pedido en alguna ocasión que entraran a determinados lugares pero 
no pudieron hacerlo porque no estaban en el Programa 


Pasamos a considerar el Capítulo VI. 
Léase el artículo 19. 
(Se lee:) 


“CAPÍTULO VI.- EXONERACIONES TRIBUTARIAS E INCENTIVOS FISCALES AL PLAN 
JUNTOS. 


Artículo 19.- Exoneraciones Tributarias. 
Exonérase de todo tributo a las siguientes operaciones: 


a- las donaciones y legados de cualquier tipo cuyo destinatario sea la Unidad Operativa 
Central del Plan Juntos. 


b- las adjudicaciones de viviendas en comodato o propiedad que realice el Plan Juntos a 
través de la Unidad Operativa Central. 


Los actos y contratos vinculados con las obras de refacción, reciclaje y construcción de 
bienes inmuebles realizadas en el marco del Plan Juntos, estarán exonerados de todas las tasas 
relativas a su registro, ejecución y regularización”. 


En consideración. 
En lo personal no tengo ninguna objeción. 


SEÑOR BORDABERRY.- Entiendo que debería hacerse una aclaración en el inciso final, que expresa 
“Los actos y contratos vinculados con las obras de refacción, reciclaje y construcción de bienes 
inmuebles realizadas en el marco del Plan Juntos, estarán exonerados de todas las tasas relativas a su 
registro, ejecución y regularización.” La fuente de las tasas tiene que ser nacional, porque si fuera 
municipal se estaría violando el artículo 297 de la Constitución de la República, que establece cuáles 
son los ingresos de los Gobiernos Departamentales. Aclaro que no se trata de que no esté de acuerdo 
con la exoneración -de ser posible, la daría- sino de que por una ley nacional no se puede incluir tasas 
municipales porque, reitero, viola el artículo 297 de la Constitución. 


SEÑORA PRESIDENTA.- También me llamó la atención y cuando pregunté a qué tasas se refería el 
artículo me hablaron de organismos nacionales, por ejemplo, la Dirección Nacional de Catastro, 
etcétera. No sé cuál sería la mejor redacción para este inciso pero quizás se podría señalar 
explícitamente que estas exoneraciones no comprenden las tasas municipales. 


SEÑOR BORDABERRY.- El comienzo del artículo dice: “Exonérase de todo tributo nacional”, y quiero 
precisar que el concepto de tributo engloba tanto el impuesto, la tasa, como la contribución especial; 
son los tres tipos de tributos. Pero como después se incluye un tercer inciso, no queda claro si es 
alcanzado por el primero. Además, como el último inciso hace referencia a un tipo de tributo -la tasa- y 
no a los otros que son las contribuciones especiales y los impuestos, pienso que se podría solucionar 
con la siguiente redacción: “estarán exonerados de todas las tasas nacionales relativas a su registro, 
ejecución y regularización”. De esta manera quedaría salvada la situación a efectos de no obligar a 
ningún Gobierno Municipal a interponer una acción de inconstitucionalidad diciendo que se viola el 
artículo 297 de la Constitución de la República. 


SEÑOR TAJAM.- Pienso que podría agregarse un literal c) con la siguiente redacción: “Los actos y 
contratos vinculados con las obras de refacción, reciclaje y construcción de bienes inmuebles 
realizadas en el marco del Plan Juntos relativas a su registro, ejecución y regularización”. Al eliminar 
“estarán exonerados de todas las tasas”, la referencia es al primer inciso. 


SEÑOR BORDABERRY.- Coincido plenamente y si el señor Tajam está de acuerdo, propongo una 
segunda opción para que guarde coherencia con lo expresado. El artículo comenzaría de la misma 
manera: “Exonérase de todo tributo nacional a las siguientes operaciones” y más adelante el literal c) 
diría: “El registro, ejecución y regularización de todos los actos y contratos vinculados con las obras de 
refacción, reciclaje y construcción de bienes inmuebles realizados en el marco del Plan Juntos”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay objeciones, se va a votar el artículo 19. 
(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 20. 
(Se lee:) 


“Artículo 20.- Donaciones especiales. Agrégase al artículo 79 de la Ley N* 18.083 de 27 de 
diciembre de 2006, el siguiente Literal: 'P) La Unidad Operativa Central del Plan Juntos.” 


En consideración. 


Con respecto a esto quiero hacer la aclaración de que en el repartido de las referidas hay 
algo equivocado. 


SEÑORA SECRETARIA.- Efectivamente; como todos recordarán, advertí que la referencia de la ley y 
el artículo está equivocada. La Ley N* 18.083 dio nueva redacción al artículo 79 del Texto Ordenado de 
1996 y por eso debería decir: “Agrégase al artículo 79 del Título IV del Texto Ordenado 1996, el 
siguiente Literal”. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me gustaría que se leyera el artículo 78 porque, evidentemente, esto se 
agrega a los beneficios que establece esa disposición. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 78. 
(Se lee:) 


“ARTÍCULO 78. Donaciones especiales. Beneficio.- Las donaciones que las empresas 
contribuyentes del Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas e Impuesto al Patrimonio 
realicen a las entidades que se indican en el artículo siguiente, gozarán del siguiente beneficio: 


- El 75% (setenta y cinco por ciento) del total de las sumas entregadas convertidas en UR 
(unidades reajustables) a la cotización de la entrega efectiva de las mismas, se imputará como pago a 
cuenta de los tributos mencionados. El organismo beneficiario expedirá recibos que serán canjeables 
por certificados de crédito de la Dirección General Impositiva, en las condiciones que establezca la 
reglamentación. 


- El 25% (veinticinco por ciento) restante podrá ser imputado a todos los efectos fiscales 
como gasto de la empresa. 


El Poder Ejecutivo establecerá los límites aplicables tanto en lo que respecta a los montos 
globales donados, como a las donaciones efectuadas individualmente.” 


- Este artículo ya se ha aplicado en otras instancias. Cuando las empresas hacen donaciones a 
cualquiera de los ítems descritos en el artículo 79 -que es donde se propone incorporar uno más- lo 
realizan a través del mecanismo establecido en el artículo 78. Es la forma de cumplir con la 
responsabilidad social de las empresas y que, al mismo tiempo, le sirva a las partes. 


SEÑOR TAJAM.- Lo mismo sucedió en el deporte. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Exactamente, la Ley de Deporte tomó el mismo modelo. 
Se propone incluir las donaciones que los destinatarios del Plan Juntos reciban como beneficio. 


Pregunto a los señores Senadores si quedó claro el artículo; de todas formas, habría que realizar 
alguna modificación de redacción. 


SEÑOR BORDABERRY.- Habría que verificar que la referencia al artículo 79 de la Ley N* 18.083 sea 
la correcta. 


SEÑORA SECRETARIA.- La referencia a la Ley N* 18.083 no iría, pero sí la del TOCAF. 


SEÑORA PRESIDENTA.- A efectos de que quede clara su redacción, solicito que se lea nuevamente. 


(Se lee:) 


“Agrégase al artículo 79 del Título IV del Texto Ordenado 1996, el siguiente Literal: P) La Unidad 
Operativa Central del Plan Juntos.” 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 20. 
(Se vota:) 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 21. 
(Se lee:) 

“CAPÍTULO VII.- ADJUDICACIÓN DE LAS VIVIENDAS. 
Artículo 21*.- Titularidad de las viviendas. 


La Unidad Operativa Central adjudicará a los núcleos familiares participantes la propiedad de 
las viviendas construidas, reparadas o recicladas en inmuebles del Estado, en las condiciones que 
establezca la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 


A tales efectos, se faculta al Poder Ejecutivo, para que a través de la Unidad Operativa 
Central, enajene a título gratuito bienes inmuebles propiedad del Estado, mediante donaciones 
modales celebradas con la totalidad de los integrantes de los núcleos familiares participantes. 


Los núcleos familiares que se realojen en el marco del Plan Juntos, tendrán sobre los 
inmuebles de realojo todos los derechos que esta Ley les acuerda.” 


En consideración. 


Se propone una modificación en el inciso primero para que quede claro que la adjudicación va 
dirigida a los integrantes de los núcleos familiares; a tales efectos, se agregó la expresión “a los 
integrantes”. 


En el inciso segundo se dice lo mismo, pero con otra redacción por entenderse que es más 
clara que el texto proveniente del Poder Ejecutivo. Diría así: “A tales efectos, se faculta al Poder 
Ejecutivo, para que a través de la Unidad Operativa Central, enajene a título gratuito bienes inmuebles 
propiedad del Estado, a favor de todos los integrantes de los núcleos familiares participantes. Dicha 
enajenación se realizará mediante donaciones modales”. 


El inciso final del artículo quedaría igual. 


Esa es la propuesta que hacemos a la Comisión. En realidad, no cambia el contenido del 
artículo, pero nos parece que con esa redacción queda más claro. 


SEÑOR BORDABERRY.- Con el objeto de dar claridad y, quizás, solucionar algún problema futuro que 
se pueda plantear, diré lo siguiente. 


Estoy de acuerdo con el inciso primero, pero en el segundo, después del término “Estado”, 
sugiero agregar: “a favor de todos los integrantes de los núcleos familiares participantes que se 
encuentren debidamente inscriptos en el Registro. Dicha enajenación se realizará mediante 


donaciones modales”. Si bien los artículos ya aprobados establecen la condición constitutiva de 
integrantes del núcleo familiar que da el Registro -nos parece importante que así sea- creo que no 
estaría de más reiterarlo en este caso, desde el momento en que se adjudica la propiedad. A este 
respecto, también me permito mencionar que, en la sesión pasada, entregué a la Secretaría una 
propuesta de “nuevo artículo” que no sé si fue incluida, pero que apunta a tratar de dar algún tipo de 
regulación o solución a la forma en que ese núcleo familiar expresa su voluntad. Con ese nombre, 
“Nuevo artículo” -es una mera propuesta- se incluiría a continuación del artículo 21, y su texto sería el 
siguiente: “Los derechos que la presente ley confiere a los núcleos familiares participantes, se entiende 
que alcanzan por igual a todos los integrantes del mismo que se encuentran debidamente inscriptos en 
el Registro respectivo. 


La voluntad del núcleo familiar coincidirá con la manifestación de voluntad de la mayoría de 
los integrantes del mismo, debidamente recabada de acuerdo a los mecanismos que establezca la 
reglamentación. Los integrantes menores e incapaces serán representados conforme a las 
disposiciones del Código Civil. 


En caso de disolución del núcleo familiar o desavenencias entre los integrantes del mismo 
que tornen imposible la convivencia, se dará preferencia para continuar con el uso y goce de la 
vivienda a quien conserve la tenencia de los menores o incapaces que lo integran. Para el caso que no 
existan menores o incapaces, o existiendo estos la tenencia fuera repartida entre más de uno de los 
integrantes del núcleo familiar, la Unidad Operativa Central dispondrá quién continuará con el uso y 
goce de la vivienda, de acuerdo a las pautas que establezca la reglamentación que dicte el Poder 
Ejecutivo”. No recuerdo si esto ya fue incluido en algún artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero aclarar al señor Senador Bordaberry que desagregué su artículo en 
dos partes: una, la introduje en el 8” bis, que es uno nuevo que propongo; y, otra, en el artículo 22 bis. 
Esto obedece a una razón que me parece de orden, pero el tema es el siguiente. El artículo 8% alude a 
la población participante. Entonces, saqué del artículo 8” original la definición de núcleo familiar para 
resaltarla más y conformar un artículo aparte. Incluí ese último inciso que define al núcleo familiar y 
agregué: “Los derechos que la presente ley confiere a los núcleos familiares participantes, se entiende 
que alcanzan por igual a todos sus integrantes.” Esta sería la definición de núcleo familiar. Luego, en el 
artículo 22 bis incluí el tercer inciso de su propuesta, que comprende lo que se debe hacer en caso de 
disolución del núcleo familiar y en caso de que no existan menores o incapaces. Me pareció que esto 
correspondía al uso y goce de la vivienda y el otro punto a la definición de núcleo familiar. Señalo 
desde ya que comparto todo lo que se propone en el artículo nuevo, aporte que creo se debe 
incorporar. 


SEÑOR BORDABERRY.- No sé qué ocurrió con el inciso segundo, que refiere a la forma en que se 
manifiesta la voluntad del núcleo familiar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Según me explicaba mi asesora, ya se actúa según lo dispuesto en el inciso 
segundo, pues ese es el procedimiento común cuando hay una tenencia de este tipo. Podemos incluir 
el inciso, pero me decía que eso era ocioso. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que como se está estableciendo esto desde el punto de vista jurídico, 
se está otorgando el uso primero y la propiedad después al núcleo familiar, que no es una persona 
jurídica sino que está conformado por muchas personas con vinculación de parentesco o no, que viven 
bajo un mismo techo y que están registradas. Eso provoca que todos sean copropietarios o 
condóminos. Cuando se trata de un condómino de uso o de propiedad, esa persona no tiene derecho a 
obligar a otra; además, si uno de los condóminos toma la decisión de pedir su parte de la vivienda o 
inmueble, debe recurrir a la acción de cesación de condominio que, precisamente, tiene por objeto 
tratar de dividir el bien, si es posible. Si un padrón tiene el tamaño suficiente como para ser dividido, se 
Opera de esa manera, pero si ello no es posible o no se admite cómoda división -como se expresa en 
el Código Civil- se debe solicitar el remate judicial y a cada condómino se adjudica lo que se obtiene. 
De ahí que la previsión de establecer la forma en que se manifiesta la voluntad de este núcleo familiar 
registrado, justamente busca evitar eso, es decir, que uno de los 4, 5, 6, 7 u 8 condóminos pueda 
perjudicar a los demás pidiendo el remate del bien. Por eso, cuando los núcleos familiares estén 
registrados, se crea esta suerte de solución híbrida entre una corporación o una sociedad y la voluntad 


individual. Creo que esto sería bueno a efectos de evitar problemas, porque por lo menos se estará a lo 
que resuelva la mayoría en este caso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece que cuanto más simplifiquemos las cosas es mejor, máxime 
cuando de por sí las situaciones son realmente complicadas. En lo personal, no tengo inconveniente en 
incorporar el inciso que propone el señor Senador, pero no sé qué piensan los demás integrantes de la 
Comisión. Quizás podríamos incluir ese inciso en el artículo 22 bis. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pienso que podemos incluirlo en el inciso final del artículo 21? -el artículo 22? 
bis se titula “Uso y goce de las viviendas”- porque esto va más allá, ya que se refiere a cómo el núcleo 
familiar expresa su voluntad. Otra posibilidad es incorporarlo al artículo 8 bis que define al núcleo 
familiar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El inciso segundo en la nueva redacción del artículo propuesto, sería 
incluido como inciso final del artículo 8 bis. Al artículo 21% se incorporaría la referencia al registro. 


Léase el artículo 21”. 
(Se lee:) 


“Artículo 21*.- Titularidad de las viviendas. La Unidad Operativa Central adjudicará a los 
integrantes de los núcleos familiares participantes la propiedad de las viviendas construidas, reparadas 
o recicladas en inmuebles del Estado, en las condiciones que establezca la reglamentación que dicte el 
Poder Ejecutivo. 


A tales efectos, se faculta al Poder Ejecutivo, para que a través de la Unidad Operativa 
Central, enajene a título gratuito bienes inmuebles propiedad del Estado, a favor de todos los 
integrantes de los núcleos familiares participantes que se encuentren debidamente inscriptos en el 
registro. Dicha enajenación se realizará mediante donaciones modales. 


Los núcleos familiares que se realojen en el marco del Plan Juntos, tendrán sobre los 
inmuebles de realojo todos los derechos que esta Ley les acuerda”. 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 22". 
(Se lee:) 


“Artículo 22*.- Comodato. Mientras se instrumenta la transferencia de la propiedad en las 
condiciones establecidas en el artículo anterior, el Poder Ejecutivo podrá otorgar al núcleo familiar 
participante la mera tenencia y el uso de las viviendas, mediante la celebración de un contrato de 
comodato que no podrá ser cedido por los comodatarios”. 


En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Propusimos agregar al artículo propuesto por el señor Senador Bordaberry, el artículo 22 bis 
relativo al uso y goce de las viviendas. 


Léase el artículo 22 bis. 


(Se lee:) 


“Artículo 22 bis.- Uso y goce de las viviendas. En caso de disolución del núcleo familiar se 
dará preferencia para continuar con el uso y goce de la vivienda a quien conserve la tenencia de los 
menores o incapaces que lo integran. Para el caso que no existan menores o incapaces, o existiendo, 
la tenencia fuera compartida entre más de uno de los integrantes del núcleo familiar, la Unidad 
Operativa Central dispondrá quien continuará con el uso y goce de la vivienda, de acuerdo a las pautas 
que establezca la Reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 23. 


“(Se lee:) 


“Artículo 23.- Indisponibilidad de la Vivienda. 


Los inmuebles en los que intervenga el Plan Juntos, no podrán, por el plazo de diez años, ser 
embargados, cedidos, dados en arrendamiento, enajenados, hipotecados, gravados, ni constituir sobre 
los mismos derechos reales menores a favor de terceros, salvo autorización previa y expresa de la 
Unidad Operativa Central. 


El plazo referido se contará, desde la inscripción en el Registro Nacional de la Propiedad, 
Sección Inmobiliaria, del instrumento público que transfiere el dominio del inmueble a los participantes 
o de la inscripción de la resolución de intervención de la Unidad Operativa Central, cuando ésta recaiga 
sobre inmuebles propiedad de alguno de los integrantes del núcleo familiar participante. 


Autorizada la venta dentro del plazo de indisponibilidad, la Unidad Operativa Central tendrá 
preferencia para adquirir dicho inmueble descontando los reintegros que correspondan de acuerdo al 
artículo siguiente. 


Cuando la Unidad Operativa Central adjudique la propiedad de viviendas, el escribano 
actuante deberá dejar en la escritura respectiva, constancia de la inhibición dispuesta en el inciso 
primero. 


Los actos y contratos realizados por los integrantes del núcleo familiar participante en 
contravención de lo dispuesto en el presente artículo, serán absolutamente nulos”. 


En consideración. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que no habría que modificar este artículo, pero me choca un poco que 
sigamos creando indisponibilidades jurídicas de los inmuebles. 


En nuestro Derecho existen varios tipos de indisponibilidades y la garantía real es una: la 
hipoteca. También existe el bien de familia que evita, justamente, todas estas cosas; quizás no evita 
que se arriende, pero sí la hipoteca y el embargo de los bienes. Lo que sucede después de esto es que 
un día venimos al Parlamento y terminamos declarando preferencia de los bancos en las hipotecas, tal 
como lo hicimos cuando aprobamos la ley de incentivo a la norma social sobre el propio reintegro al 
que tiene derecho la Unidad Operativa. A su vez, le seguimos agregando más tareas a los escribanos, 
ya que ahora, además de controlar el registro en caso de arrendamiento, promesas, embargos, bien de 
familia e hipotecas, el escribano también deberá controlar -deberemos tener un registro de esto- que 
no nos encontremos dentro de una vivienda en la Unidad Operativa Central y, en tal caso, va a tener 
que requerir la autorización. Esto se trata de solucionar dejando constancia de la inhibición en la 
escritura respectiva, pero a veces, cuando hay varias ventas, eso después se pierde. 


De todas maneras, me parece que introducir esa modificación significaría deshacer todo el 
artículo. Por lo tanto, solo voy a dejar esa constancia, sin perjuicio de que en algún momento se pueda 
consultar al Poder Ejecutivo sobre este tema, para conocer su opinión. Francamente, no me di cuenta 
de pedírsela cuando sus representantes concurrieron a Comisión. 


En cuanto al resto del artículo, estoy dispuesto a votarlo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por supuesto que podemos efectuar la consulta; no veo ningún 
inconveniente en hacerlo. 


Sugiero que lo pongamos a votación y luego hagamos la consulta. En caso de que veamos 
que hay que hacer algún cambio, lo reconsideraremos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 23. 
(Se vota:) 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 24. 
(Se lee:) 
“Artículo 24.- Reintegros. 


Autorizada la venta por parte de la Unidad Operativa Central, el núcleo familiar participante 
deberá reintegrar el valor del terreno adjudicado por ésta y el de las mejoras efectuadas, descontando 
el de su mano de obra aportada. 


A efectos de fijar el valor de terreno y las mejoras se estará a la tasación de la Dirección 
General de Catastro. 


Cuando el núcleo familiar participante en cuyo terreno se hayan realizado mejoras egrese del 
Plan Juntos, la Unidad Operativa Central podrá exigirle el reintegro del valor de las mismas, 
descontando el de la mano de obra aportada por aquel. 


Las sumas reintegradas de acuerdo al presente artículo serán vertidas al FONAP.” 


En consideración. 


SEÑOR BORDABERRY.- El inciso tercero de este artículo me plantea serias dudas, ya que entre los 
motivos de egreso del Plan Juntos que hemos aprobado está, justamente, el de salir de la situación de 
pobreza. Pero en este caso a quien sale de la situación de pobreza le estaríamos agregando una 
sanción y no dándole un incentivo para salir de ella. Entonces, la persona se va a plantear si le 
conviene salir de la situación de pobreza, porque en ese caso tendrá que reintegrar al Plan Juntos el 
valor del terreno y de la construcción. 


Por esa razón pienso que el inciso tercero tendría que ser eliminado, por lo menos en el caso 
de egreso del Plan Juntos. De lo contrario, va a operar como un incentivo para que la persona 
permanezca en esa situación. Si mal no recuerdo, los motivos de egreso están previstos en el artículo 
10%, en el que aparece en primer lugar la mejora de la situación económica, luego la renuncia, el 
abandono y demás. 


Por lo tanto, me parece que poner esta exigencia implica una contradicción, porque nos 
gustaría que todos salieran de la situación de pobreza que los hizo entrar en el Plan Juntos y, a su vez, 
al salir los estamos sancionando, lo cual puede hacer que decidan permanecer. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No hablé de esto con el Poder Ejecutivo, pero sí discutimos sobre el tema de 
los subsidios, por ejemplo los referidos al sistema cooperativo. Cuando una unidad del sistema 
cooperativo se vende y tiene un subsidio, el vendedor no puede quedar en propiedad de dicho 
subsidio; tiene que devolverlo al Ministerio y quedarse con el resto del dinero, porque el subsidio es 
una ayuda que se le dio para que pudiera acceder a la cuota o al sistema. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Me parece que en este caso la población es más modesta, más humilde. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Reitero: no hice esta consulta al Poder Ejecutivo, pero me da la impresión de 
que la inclusión de este inciso se debe a la situación que se dio cuando los subsidios no se devolvían: 
siempre eran como a pérdida, y en el caso del Ministerio fue clarísimo. Esta situación se subsanó 
cuando la práctica demostró que había que devolver los subsidios, aunque todavía persisten algunos 
problemas. Considero que el artículo 24 tiene ese objetivo. En realidad, deberíamos discutir la 
eliminación de todo el artículo, porque los demás incisos también proponen el reintegro. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Nosotros estamos de acuerdo con lo que plantea el señor Senador Bordaberry en 
el sentido de que probablemente estemos evitando que un ciudadano que obtuvo o mejoró su vivienda 
a través del Plan Juntos no pueda dar un paso adelante, mejorando su hábitat con la venta de la 
vivienda más algún ahorro que pueda tener, se quedaría estancado, tal como señaló el señor Senador 
Bordaberry. De esta forma, estaríamos dándole un empujón para que pueda dar un paso adelante. 


En lo que respecta a las cooperativas, probablemente la situación económica a la que 
referimos sea otra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ni que hablar, señor Senador. 


Me parece que en vez de quitar el último inciso del artículo 24, deberíamos eliminarlo en su 
totalidad, pues el inciso primero también propone reintegros. 


SEÑOR BORDABERRY.- Debemos vincular esta disposición con el artículo 23 y con el 10, que 
establece las causales de egreso del Plan Juntos. 


En primer lugar, quiero aclarar que se establece la autorización por un plazo de 10 años. 
Quiere decir que si un núcleo familiar que integra el Plan Juntos durante ese lapso encuentra una 
solución habitacional mejor y desea mudarse, es justo que pretenda contar con el aporte que hizo en 
especie para esa vivienda. En cambio, no es justo que en caso de que venda la vivienda, compre en 
otro lado o tenga otra solución, se lleve el valor del terreno y de la construcción. Este caso estaría 
dentro del inciso primero, que es una de las causales de egreso del artículo 10, que es la decisión de 
renunciar al Plan. El inciso tercero refiere a cuando egresa compulsivamente.¿Cuándo puede 


egresar? El artículo 10% establece, en primer lugar, que lo puede hacer cuando mejora su situación 
económica y, en este caso, sería bueno que se incentive a la persona a que entregue la vivienda, se le 
pague su aporte y le deje el lugar a otro. En segundo término, egresa cuando se incumple lo dispuesto 
en el artículo 23, es decir, cuando arrendó, hipotecó u otorgó derechos reales. En este caso, egresa 
porque no cumplió con lo que se establece en la ley y se le puede exigir el reintegro de los valores 
aunque se le paga la mano de obra aportada. Creo que si la persona violó la ley, con el inciso tercero lo 
estamos premiando porque no sólo violó la disposición del artículo 23, sino que todavía le estamos 
devolviendo su aporte. 


Otro motivo de egreso que establece el artículo 10 es la renuncia ante la Unidad Operativa 
Central a los derechos que otorga la ley. En este caso, la persona valorará si le sirve vender o si, 
directamente, se le tiene que pagar. Este supuesto ya está previsto en el inciso primero. 


En el caso de abandono de la vivienda, si ya no se tiene interés, no veo por qué se le debe 
reintegrar algo, tal como lo establece el tercer inciso que juega hacia los dos lados: lo hace como 
sanción pero también como premio para el que incumple, porque establece para el Estado la obligación 
del reintegro. Así podríamos seguir, por lo que creo que alcanzaría con quitar solamente el tercer 
inciso; para el caso de venta dejar que venda la Unidad y no establecer la sanción. 


De más está decir que dar una facultad como la que se otorga cuando se expresa “podrá 
exigirle el reintegro”, me hace creer que quienes redactaron este artículo pensaron como lo hacemos 
nosotros hoy: en algunos casos se pedirá y en otros, no. Sin embargo, me parece que esto es muy 
peligroso porque muchas veces eso se puede prestar para el amiguismo y otra cantidad de 
situaciones. Uno debe tratar de legislar para cuando no esté. Por lo tanto, sugiero no votar este inciso 
por los motivos expresados, aunque sí podemos votar el resto del artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero hacer una pregunta sobre un aspecto que creo que no estamos 
considerando. El Plan Juntos puede construir en un terreno que consiga el Estado, ya sea por 
donación o del organismo que sea, o encontrarse con una familia que esté en un rancho en situación 
extrema, cuyo terreno le pertenezca. En este caso, construye en terreno propio y creo que es a lo que 
se refiere el mencionado tercer inciso: “Cuando el núcleo familiar participante en cuyo terreno”. Es decir 
que el terreno ya es de propiedad de la familia y el Plan Juntos lo que hace es la mejora o la 
reconstrucción total de la vivienda. Pensemos en el caso de que el terreno era propiedad de la familia y 
lo que se puso sobre él corresponde al Plan Juntos. En definitiva, tenemos un problema porque -en 
esta hipótesis- la familia mejoró, quiere mudarse a otro lugar, a otro departamento, y decide vender. Del 
terreno no debe devolver nada porque ya era de su propiedad, pero sí se les puede pedir -y es lo que 
dice este inciso-que reintegren el valor de la construcción, descontando la mano de obra. Creo que esa 
es la hipótesis y deberíamos discutir acerca de si se reintegra o no, por eso planteé eliminar todo el 
artículo. Si decidimos que no hay reintegro, que el núcleo familiar queda con la propiedad del inmueble, 
el subsidio y todo lo demás, es un camino; la otra opción sería buscar la forma de que, salvo la mano 
de obra -que es lo que hay que descontar porque es el esfuerzo de la persona- haya un descuento. 
Creo que esta es la dificultad que tiene el artículo, porque la intención es buena. Si bien comparto la 
opinión del señor Senador Chiruchi acerca de que no es comparable con una cooperativa de vivienda, 
es el ejemplo más cercano. 


Tal vez se podría dejar en suspenso este artículo para poder pensar un poco más acerca de 
él; creo que un camino sería eliminarlo totalmente y otro podría ser buscar una redacción más clara. De 
todas formas, me parece bien que se contemple la hipótesis de que el terreno sea propio. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que tiene razón la señora Presidenta en cuanto a la interpretación que 
realicé hace unos instantes, que es equivocada. 


Ahora bien, el artículo 23 habla de inmuebles y dice: “Los inmuebles en los que intervenga el 
Plan Juntos, no podrán, por el plazo de diez años, ser embargados, cedidos, dados en arrendamiento, 
enajenados”, etcétera. Al decir “en los que intervenga el Plan Juntos” alude a aquellos inmuebles que 
aporta el Estado y a los que aporta el particular, donde se construye la casa. El verbo “intervenga” 
engloba todo tipo de participación. Lo que sucede después -y disculpen que vuelva hacia atrás- es 


que, en el caso de que la persona sea propietaria del inmueble, no se inscribe esa intervención en el 
Registro de la propiedad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿La obra tampoco? 


SEÑOR BORDABERRY.- La obra no se inscribe en el Registro Nacional de Propiedad, sino en el 
Municipio. Entonces, los artículos 23 y 24 adolecen de regular en forma conjunta dos situaciones 
distintas, que la señora Presidenta acaba de mencionar. Por un lado, está la hipótesis A, en la cual se 
construye en un terreno y con materiales que aporta el Estado, cuyo trabajo corre por cuenta de los 
integrantes y por otro, tenemos la hipótesis B, que es el caso en que el terreno es aportado por el 
interesado y el Plan Juntos brinda la construcción de la vivienda y los materiales. Se trata de dos 
situaciones distintas. Una de ellas se inscribe en el Registro Nacional de Propiedad y la otra no. Por 
ese motivo, estas cláusulas deberían dividirse en dos artículos y disponer el tema de los reintegros de 
manera distinta. 


Si la señora Presidenta está de acuerdo, podemos dejar sin tratar estos dos artículos y me 
comprometo a traer una propuesta de redacción para la próxima sesión. La base de la redacción me 
llevó a confusión, por lo que una vez aclarados los conceptos, me parece que corresponde traer esa 
nueva propuesta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero aclarar que se había votado el artículo 23 y, a pesar de ello, se 
acordó dejarlo en suspenso en el entendido de que se ¡ba a modificar. Ahora, si los miembros de la 
Comisión están de acuerdo, se deja en suspenso el artículo 24. Es importante dejar la constancia 
porque el artículo 23 ya se había votado. 


Léase el artículo 25. 
(Se lee:) 


“Artículo 25. Derecho de Habitación. No será de aplicación a los inmuebles en los que 
intervenga el Plan Juntos, durante el plazo establecido en el inciso 2* del artículo 23 de la presente Ley, 
lo dispuesto en el artículo 881.1 del Código Civil.” 


En consideración. 


Este artículo plantea que mientras corra ese plazo de diez años no se aplica lo dispuesto en el 
artículo 881-1 del Código Civil, que es el que dice lo que pasa con el cónyuge en el momento de la 
defunción; me refiero a los bienes sucesorios. 


SEÑOR BORDABERRY.- La porción conyugal opera cuando no hay testamento y es una parte de los 
bienes a la que se descuentan los bienes propios que tiene el cónyuge supérstite. En esos casos, se 
cuenta al padre o madre, marido o mujer supérstite -que sobrevive- como un hijo más. Lo que hace el 
artículo 881-1 es respetar, al cónyuge que sobrevive, el derecho a seguir viviendo en la casa, más allá 
de que efectivamente tenga o no el derecho de hacerlo. En primera instancia, si está viviendo dentro 
de la casa uno tendería a pensar que integra el núcleo familiar y se registró; esa sería la explicación de 
este artículo. Se puede preguntar por qué dar ese derecho en exclusiva de vivir ahí si ya lo tiene como 
integrante del núcleo familiar. Me cuesta imaginar qué sucede si después de que se constituyó el 
núcleo familiar, el titular empieza a vivir con un cónyuge y fallece; el cónyuge supérstite que vive ahí 
quedaría fuera de la casa. Esta parecería ser una norma muy fuerte; además, creo que el artículo 881- 
1 del Código Civil -que es posterior porque no estaba en el original- es bastante sensato. Allí se dice 
que tiene derecho de habitación en forma gratuita, de por vida, quien sobreviva al titular y, en caso de 
que los herederos no le quieran dar ese derecho real, tienen que suministrarle otra vivienda de su 
conformidad y atender solidariamente la situación. Por esa razón, no me explico mucho qué persigue 
este artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tengo aquí una opinión que recogí, en la que se señala justamente que 
parecería oportuno eliminar el artículo 25 porque genera confusión, en esta instancia, hablar del 
derecho de habitación del cónyuge supérstite en caso de transferencia de la propiedad por el modo 
sucesión. No he podido consultar esta observación desde el punto de vista jurídico pero, si genera 
confusión, podríamos considerar eliminarla; nuestra intención es simplificar y no crear complicaciones. 
Reitero que no realicé una consulta jurídica y sólo cuento con esta observación que me enviaron y no 
tiene desarrollo, sino que es simplemente un titular. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a hacer de abogado del diablo y a tratar de ponerme de los dos lados. 
Por un lado, imaginen si el cónyuge que sobrevive al titular, recurre al artículo 881-1 del Código Civil y 
les dice a los otros que se vayan porque tiene derecho real de habitación de por vida en esa casa y, 
por otro, el caso de que no le demos ese derecho y quienes viven con esa persona la saquen de la 
vivienda. Lo más sensato parecería ser no otorgar al cónyuge supérstite los derechos establecidos en 
el artículo 881-1 del Código Civil, pero, en caso de que se registre, otorgarle los mismos derechos que 
tienen los integrantes del núcleo familiar. Esto, entre otras cosas, le dará la posibilidad de vivir con los 
otros en la casa, lo cual no debe ser muy bueno en materia de convivencia si no estaban casados pero, 
en fin, estamos legislando una situación muy particular. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La propuesta sería no aplicar el artículo 881-1 del Código Civil y dar la 
oportunidad al cónyuge supérstite de quedar, al estar registrado, amparado por el Plan. 


SEÑOR BORDABERRY.- Así es, señora Presidenta: al registrarse accede a los derechos del Plan 
Juntos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por consiguiente, pienso que habría que hacer un agregado a la redacción 
original. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si se me permite, voy a sugerir la siguiente redacción: “El cónyuge supérstite 
tendrá derecho a inscribirse como integrante del núcleo familiar y tendrá desde el momento de la 
inscripción los mismos derechos y obligaciones que los restantes integrantes”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De esta forma se cubren las dos posibilidades. 


SEÑOR BORDABERRY.- Así es, señora Presidenta: no lo echan ni tiene derecho a correr a los que 
están en la casa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero hacer una precisión. La única diferencia que se establece es la de los 
incisos uno y dos del artículo 23, que no estaba en el proyecto de ley del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Después va a cambiar el número del artículo 23. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el artículo 25 con la corrección planteada al inciso primero y 
con el agregado del nuevo inciso. 


(Se vota:) 

4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 26. 

(Se lee:) 


“Artículo 26.- Expropiación. Declárase de necesidad pública la expropiación de los inmuebles 
que se requieran para la ejecución del Plan de Integración Socio-Habitacional Juntos. 


En caso que el inmueble registre deudas con el Estado, Persona Pública Mayor, Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados, el monto de las mismas se descontará de la indemnización 
provisoria que deba depositar el expropiante a los efectos de la toma urgente de posesión y de la 
indemnización definitiva en caso de corresponder. A tales efectos, el expropiante deberá acreditar en 
forma documental la existencia del adeudo fiscal de acuerdo a las normas previstas. 


Los Organismos Públicos titulares de los créditos cancelados conforme al inciso anterior, no 
tendrán derecho a reclamar el pago de los mismos al Plan Juntos.” 


En consideración. 


SEÑOR BORDABERRY.- En lo personal, el concepto de adeudo fiscal me genera algunas dudas; en 
este caso, creo que se refiere a impuestos y tasas. Me parece que las deudas con el Estado, Persona 
Pública Mayor, pueden ser de tributos pero la mayoría de las veces y sobre todo con relación a los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, corresponden a servicios impagos. Por lo tanto, 
parecería que el acreditar en forma documental la existencia del adeudo fiscal de acuerdo a las normas 
respectivas, no es lo correcto. En lo personal, pienso que alcanzaría con decir que, a tales efectos, el 
expropiante deberá acreditar la existencia del adeudo con el Estado porque el Código Civil ya 
establece que las obligaciones mayores a $ 200 no pueden acreditarse de otra manera que no sea en 
forma documental, es decir que no pueden acreditarse por testigos. Considero que al establecerse sólo 
la forma documental quizás se está dejando afuera alguna otra forma de prueba como puede ser, por 
ejemplo, la confesión de parte o el reconocimiento de la deuda que se pueda hacer ante la propia 
Justicia. Por lo tanto, reitero que me parece que alcanza con establecer que, a tales efectos, el 
expropiante deberá acreditar la existencia de la deuda, tanto sea fiscal, por servicios o por lo que sea, 
porque se trata de una deuda con el Estado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consecuencia, la frase final del artículo 26 diría: “A tales efectos, el 
expropiante deberá acreditar la existencia del adeudo.” 


SEÑOR BORDABERRY.- Correcto. 


Lo que sí me merece alguna duda es el inciso final, que establece que los organismos 
públicos titulares de los créditos cancelados no tendrán derecho a reclamar el pago de los mismos al 
Plan Juntos. Pido disculpas por el tecnicismo contable, pero una cosa es tener un derecho y otra, tener 
derecho a reclamar. En este caso, se está diciendo que los organismos del Estado y demás, van a 
tener el derecho al crédito contra la persona, pero no van a tener derecho de reclamar al Plan Juntos. 
¿Qué sucede, entonces? Que en los balances de las empresas públicas y servicios descentralizados 
se tendrá que incluir ese derecho a reclamar que ya no tienen. Creo que, en los hechos, se tendría que 
cancelar ese derecho porque tampoco tendrán derecho de reclamarlo al deudor. Desde el punto de 
vista patrimonial, el deudor tenía derecho sobre un inmueble cuya deuda pagó compulsivamente 
cuando el mismo le fue expropiado. Si se le volviera a cobrar por el Ente, se le estaría cobrando dos 
veces. Entonces, establecer meramente la imposibilidad de ejercer el derecho de cobro, no parece ser 
lo correcto. A mi modo de ver, el Servicio Descentralizado o Ente Autónomo tendría que castigar ese 
crédito como incobrable o considerarlo, directamente, como un aporte al Plan Juntos, haciéndolo 
desaparecer de su balance. 


Por lo expuesto, creo que habría que redactar nuevamente este artículo, estableciendo que 
los organismos públicos titulares de los créditos cancelados deberán castigar al mismo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Esa misma pregunta se la realicé a representantes del Poder Ejecutivo, 
porque lo consideré pertinente. 


La deuda será con ANTEL, OSE o UTE ya que son las deudas más comunes en los 
padrones urbanos, como también lo es la contribución inmobiliaria, pero aquí la Intendencia queda 
afuera. Por lo tanto, no puedo decir a esos entes que cobro la deuda y me quedo con ese monto, que 
es lo que dice este artículo. Sí puedo negociar con las empresas públicas para que me donen ese 
monto, para lo cual no necesito un artículo que lo establezca, ¿o lo necesito? 


Reitero que con respecto a este artículo tuve la misma duda que se plantea aquí. Ese dinero 
le pertenece a la empresa pública; lo cobro pero no lo pago o, en el otro caso, soy propietaria del 
inmueble, paso a tener la deuda o me lo expropian; una de dos. Realmente, no me convencía la 
redacción de este artículo. 


SEÑOR TAJAM.- Tal vez el artículo se pueda redactar de tal forma que los organismos públicos 
titulares de los créditos cancelados tengan la posibilidad de no reclamarlos o cobrarlos. Ahí habría una 
posibilidad de negociación, como decía la señora Presidenta. Si hay problema en anular un derecho 
de reclamo, se puede posibilitar que finalmente eso no se haga efectivo en el marco de lo que significa 
el Plan Juntos, porque es un beneficio adicional. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En caso de mantenerlo, quisiera saber qué sucedería si una parte del 
Estado conveniara con UTE. Me queda la duda si sería necesario este artículo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Los entes del Estado funcionan mediante créditos presupuestales; formulan 
un presupuesto anual y están autorizados a hacer determinadas inversiones. Si en él tienen incluido un 
aporte al Plan Juntos a través de la condonación de este tipo de deudas, es obvio que pueden 
concretarlo mediante un convenio. Pienso que quien lo redactó no quería un acuerdo sino, como se 
decía en el Derecho Romano, sino una disposición manu militari, que no otorga derecho a reclamar. 
Sin embargo, ahí habría un problema porque se le estaría diciendo que puede reclamar, pero sigue 
teniendo el crédito, con lo cual quedará en el balance de la empresa. De ahí que, a mi juicio, debería 
establecerse algo así como “castigará”, “llevará a pérdida” los saldos cancelados mediante esa 
modalidad. En su balance, el ente del Estado tendrá que abrir un rubro que diga: “Pérdidas por 
aplicación de la Ley N” tal, Plan Juntos”. De lo contrario, será algo ficticio porque ad aeternum seguirá 
teniendo un activo que no podrá reclamar. Esto será así con respecto al privado porque lo canceló 
mediante la expropiación y al Plan Juntos porque le dice que no puede reclamarlo. Entonces, 
estaremos creando un rubro que se iría engrosando y lo más sano sería que fuera castigado, salvo que 
se fuera por el otro camino. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece más sencillo eliminar el inciso y que el Plan Juntos pudiera 
conveniar. Por ejemplo, si un predio debe cien a UTE, que se lo descuente de la expropiación y el 
organismo se lo dona. Creo que eso no exige una disposición legal, porque UTE puede hacerlo 
perfectamente en el marco de la normativa existente. También me rechina porque, de algún modo, 
obliga a un Ente Autónomo. 


SEÑOR TAJAM.- Como dijimos anteriormente, se podría incluir la posibilidad de que hicieran ese 
acuerdo a través de una redacción que expresara algo así como: “Los organismos públicos titulares de 
los créditos cancelados conforme al inciso anterior, podrán renunciar” -no sé si el verbo está bien 
utilizado- “al reclamo del pago de los mismos al Plan Juntos”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que debería decir: “podrán renunciar al cobro del adeudo”. En realidad, 
siempre pueden renunciar. En lo personal, creo que el inciso es ocioso y, por ello, lo eliminaría. Creo 
que esto debe ser acordado entre el Plan Juntos y los Entes Autónomos. 


SEÑOR BORDABERRY.- No quiero complicar más las cosas, pero el artículo hace referencia al 
“Estado, Persona Pública Mayor”, lo que significa que estaría incluyendo, por ejemplo, a la Dirección 
General Impositiva, que no es poca cosa. Y ahí entramos en otro terreno: ¿la Dirección General 
Impositiva tiene facultad para donar los créditos que debe cobrar, a través de un convenio? No sé cuál 
sería la situación del Banco de Previsión Social, pues normalmente los inmuebles con obras en 
construcción tienen deudas grandes con esta Institución. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pero eso va a ser solucionado con la otra ley que votamos; me refiero al 
hecho de dar oportunidad para que la persona obtenga el certificado y que después la deudora pague 
directamente al Banco. En ese caso no se descuenta nada. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si eliminamos el inciso -que parece ser lo más sensato- creo que se van a 
quedar con un crédito contra el Plan Juntos y no contra el titular, que canceló su obligación. Por ende, 


en lo que refiere a los rubros presupuestales, van a tener que arreglarse con el Ministerio de Economía 
y Finanzas y llegar a algún tipo de acuerdo en ese sentido, que podría efectivizarse, por ejemplo, en 
una ley de Rendición de Cuentas o de Presupuesto. Se podrían incluir estos créditos como gastos del 
Plan Juntos y, en ese caso, tendrán que venir a rendir cuentas. En lo personal, eliminaría el inciso a 
efectos de que tuvieran el derecho de establecer créditos contra el Plan Juntos y que después pudieran 
cancelarlos aduciendo un acuerdo o convenio o, por ejemplo, que Rentas Generales, dentro del aporte 
al Plan Juntos, aportara el crédito que se canceló con la Dirección General Impositiva. La casuística es 
muy difícil de definir, porque ¿cómo se sabe qué deuda corresponde al Banco Hipotecario, a UTE o a 
ANTEL? Entonces, parecería que esto debería ser definido a posteriori. Sugiero eliminar el inciso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me pareció que el inciso complicaba las cosas y por eso creí oportuno 
eliminarlo. Entonces, mantenemos el inciso primero y el segundo con la modificación de redacción 
hecha oportunamente. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 26*. 
(Se vota:) 

3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 27". 
(Se lee:) 

“Artículo 27“.- Toma urgente de posesión. 


Para las expropiaciones que se realicen en el marco del Plan Juntos, modifícanse los 
literales D) y E) del Artículo 42 de la Ley 3.958 de 28 de marzo de 1912, en la redacción dada por el 
Artículo 224 de la Ley 17.930 de 19 de diciembre de 2005, el que quedará redactado de la siguiente 
manera: 


“D) La Administración entablará la acción de toma urgente de posesión, solicitando la 
acreditación de la titularidad sobre el inmueble expropiado y su situación patrimonial, pudiendo intimar 
la desocupación total o parcial del inmueble, bajo apercibimiento de lanzamiento, en el plazo de diez 
años perentorios e improrrogables. La decisión judicial que decrete la toma urgente de posesión y/o 
ordene la desocupación será inapelable y se cumplirá de inmediato. 


E) Al decretar la toma urgente de posesión y/o el lanzamiento en los casos que corresponda, 
el Juez dispondrá el libramiento de oficio al Banco Hipotecario del Uruguay para el cobro del precio 
provisorio, a quien haya acreditado la titularidad del inmueble designado para expropiar. Si los 
interesados no comparecieran o hubiera diferencias o dudas sobre el derecho y calidad, legitimación o 
titularidad, o si existieran embargos, interdicciones o gravámenes sobre el inmueble, el Juez de la 
causa dispondrá que la situación se dilucide en el juicio de expropiación sin perjuicio de dar posesión al 
organismo expropiante.” 


En consideración. 
En el acápite tienen que figurar las modificaciones de los literales D) y E). 
SEÑORA SECRETARIA.- Debería decir “modifícanse los literales D) y E) del artículo 42”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Otra observación que me hicieron fue con relación al literal E) de este 
artículo, cuando dice: *...dispondrá el libramiento de oficio al Banco Hipotecario del Uruguay para el 
cobro del precio provisorio” porque, en realidad, debería figurar el Banco República. La razón es que el 
Banco Hipotecario solamente tiene depósitos de ahorro previo y garantía de alquiler, es decir, no 


cuenta con el mecanismo para la operación que se propone. Hay que aplicar el artículo 7* de la Ley N* 
18.125, que en su inciso segundo establece: “Toda referencia legal a depósitos a la orden de un 
Juzgado o depósitos que deban realizarse en el BHU, se entenderá hecha al BROU en la unidad de 
mantenimiento del valor pactada en el contrato o de acuerdo a la condena (Decreto- Ley 14.500, de 8 
de marzo de 1976) y, si fuera en pesos uruguayos y faltara unidad de mantenimiento, en unidades 
indexadas”. 


SEÑOR BORDABERRY.- El literal D) establece: “La Administración entablará la acción de toma 
urgente de posesión solicitando la acreditación de la titularidad sobre el inmueble expropiado y su 
situación patrimonial, pudiendo intimar la desocupación total o parcial del inmueble, bajo apercibimiento 
de lanzamiento, en el plazo de diez días perentorios e improrrogables”. Creo que no debería estar la 
frase “en el plazo de diez días perentorios e improrrogables”. Tal como está redactado se entiende que 
el lanzamiento integra la primera etapa. En la práctica se toma la decisión y el Juez intima a que se 
acredite la titularidad, la toma urgente de la posesión o el desalojo del inmueble, bajo el apercibimiento 
de lanzamiento. Si en el plazo de diez días no se cumple con la desocupación, se pide el lanzamiento; 
la acreditación e intimación no se realizan a la misma vez, ya que son dos etapas normales, entre otros 
motivos, porque no se sabe a quién va dirigida la acción. Entonces, después de “parcial del inmueble” 
debería decir: “en el plazo de diez días perentorios e improrrogables, bajo apercibimiento de 
lanzamiento”. A pesar de que es esto lo que se quiere hacer, no está del todo claro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No sé si los demás miembros de la Comisión estarán de acuerdo, pero mis 
asesores me hacían notar que, en realidad, debería figurar el Banco de la República en lugar del 
Banco Hipotecario, porque lo otro no corresponde. La modificación sería en cuanto al depósito. A partir 
del artículo 7 de la Ley N* 18.125, debería hablarse del Banco de la República y, además, a efectos de 
que no pierda valor, se debería realizar en Unidades Indexadas. El Banco Hipotecario del Uruguay sólo 
tiene depósitos de ahorro previo para vivienda y garantías de alquiler; todo lo demás está bajo la órbita 
del Banco de la República. Ese artículo 7* refiere a los depósitos a la orden de sedes judiciales. 
Entonces, parecería que la observación que se hace está bien o, al menos, a mí me convenció. 


SEÑOR TAJAM.- La duda que se me genera es que en el proyecto original figuraba el Banco 
Hipotecario, por lo que aquí estamos agregando al lanzamiento, la toma urgente de posesión. En 
definitiva, lo único que agrega el literal E) es eso y el resto es igual al vigente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En realidad, el propio artículo 7? de la Ley N* 18.125 aclara esto porque, de 
todas maneras, se traslada al Banco de la República, guste o no. Dicho artículo señala: “En 
cumplimiento de lo previsto en el artículo 124 de la Ley N* 18.046, de 24 de octubre de 2006, los 
depósitos judiciales, en el Banco Hipotecario del Uruguay (BHU) se transferirán al Banco de la 
República Oriental del Uruguay (BROU), manteniéndose el valor de acuerdo a lo previsto en el 
inciso siguiente.” Y en su segundo inciso señala, justamente: “Toda referencia legal a depósitos a la 
orden de un Juzgado o depósitos que deban realizarse en el BHU, se entenderá hecha al BROU en la 
unidad de mantenimiento del valor pactada en el contrato o de acuerdo a la condena (Decreto-Ley N* 
14.500, de 8 de marzo de 1976) y, si fuera en pesos uruguayos y faltara unidad de mantenimiento, en 
unidades indexadas.” Es decir que ya lo remite al BROU, por lo que no sería necesario el cambio. En 
realidad, planteé esto porque mi asesora así me lo recomendó, generándome la duda en cuanto a si 
había que hacer una modificación. Ahora bien, en cualquier hipótesis el dinero es dirigido al Banco de 
la República, porque si se pone en el Banco Hipotecario, éste lo debe enviar al BROU según la Ley N* 
18.125. 


SEÑOR BORDABERRY.- He observado que está claramente mal redactada la última parte del artículo 
27, literal E) pues no se puede expresar en una ley “el Juez de la causa dispondrá que la situación se 
dilucide en el juicio de la expropiación”. En realidad, cabría decir que el punto se dilucidará o será 
resuelto en determinado proceso. Si mal no recuerdo, según el Código General del Proceso lo que se 
establecen son procedimientos monitorios similares a las tercerías. Es decir, si un acreedor hipotecario 
-que es uno de los supuestos que está regulado acá- o un condómino, un tercero, tienen derecho al 
cobro, se deben presentar en el expediente, hacer valer su derecho y eso es resuelto por cuotas 
separadas. 


Cuando un tercero participa en un proceso, su intervención está regulada por lo que se 
llaman tercerías coadyuvantes, que tienen un procedimiento expreso que está previsto en el Código 
General del Proceso. En este caso se le está diciendo al Juez que el punto se resolverá en la sentencia 
del juicio de expropiación, juicio que tiene como objeto establecer el monto que se debe pagar al 
expropiado, pero sucede que puede haber varios que tengan derechos. A modo de ejemplo, podría 
haber un tercero que tuviera el inmueble hipotecado por un banco y, por ende, en realidad habría que 
pagarle primero al banco. También podría suceder que hubiera varios copropietarios y en tal caso 
tendrían que presentarse ante lo que se llama tercerías. Eso es lo que está regulado en el Código 
General del Proceso, por lo cual me parece mejor remitirnos a esta norma y no decir, como al barrer, 
que esto se resuelve en un juicio de expropiación. De lo contrario, estaríamos pasando por encima del 
Código General del Proceso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Acá se dilucida la situación en un juicio de expropiación, donde aparecerán 
los terceros o los copropietarios; quiere decir que se hará en sede judicial. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me parece que la última parte del inciso E) del artículo 27 debería 
redactarse de la siguiente manera: “Si los interesados no comparecieran o hubiera diferencias o dudas 
sobre el derecho y calidad, legitimación o titularidad, o si existieran embargos, interdicciones o 
gravámenes sobre el inmueble, ello se resolverá en el juicio de expropiación, sin perjuicio de dar 
posesión al organismo expropiante”. Debe eliminarse la expresión “el Juez de la causa dispondrá” 
porque no es una redacción jurídica, pues el Juez de la causa dispone lo que le ordene la ley y no se le 
dice lo que tiene que disponer. De esta manera, estamos otorgando un avance al propietario porque la 
norma adelanta el pago de la indemnización provisoria por parte del Estado. Cuando se decreta la 
toma urgente de la posesión se deposita lo que se denomina “indemnización provisoria”, es decir, que 
Catastro hace una tasación y se dice: “Esto es lo que yo tengo de precio. Si usted se opone, ¡adelante!, 
discutiremos quién tiene razón, pero esto es lo que dice Catastro”. Este artículo expresa que el 
expropiado puede hacerse de ese dinero de la indemnización provisoria, que no queda retenido en el 
Juzgado, situación que es buena para él, ya que puede retirarlo. Sin embargo, la segunda parte del 
artículo establece que si hay discusiones, hipotecas o no se sabe quién es el propietario, el tema se 
resuelve en un juicio de expropiación y no es obstáculo para la toma de posesión. Esto no sólo es un 
avance sino que me parece sensato. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, a través de este inciso, por un lado, estamos viabilizando la toma 
de posesión y, por otro, preservando los derechos del expropiado. 


SEÑOR BORDABERRY.- Además, estamos acelerando el cobro de la indemnización provisoria. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece bien la modificación, porque la última parte solo se puede 
dilucidar en juicio. 


SEÑOR BORDABERRY.- Justamente, la ley no tiene que decir que “el Juez de la causa dispondrá”, 
sino lo que se va a hacer y el Juez hace lo que dice la ley, no se le dice lo que tiene que hacer. 


SEÑORA PRESIDENTA.- O sea que el literal E) diría: “Al decretar la toma urgente de posesión o el 
lanzamiento en los casos que corresponda, el Juez dispondrá el libramiento de oficio al Banco 
Hipotecario del Uruguay para el cobro del precio provisorio, a quien haya acreditado la titularidad del 
inmueble designado para expropiar. Si los interesados no comparecieran o hubiera diferencias o dudas 
sobre el derecho y calidad, legitimación o titularidad, o si existieran embargos, interdicciones o 
gravámenes sobre el inmueble, ello se resolverá en el juicio de expropiación sin perjuicio de dar 
posesión al organismo expropiante”. 


SEÑOR BORDABERRY.- En realidad, esto ya está regulado en el Código General del Proceso, en lo 
que se llaman “las tercerías de mejor derecho” para el caso de que exista una hipoteca u otras 
tercerías. Por lo tanto, establecer que esto se va a dilucidar en el juicio de expropiación no es lo 
correcto, porque el que se siente con derecho deduce una tercería sobre lo que cree que le 
corresponde como un derecho sobre ese dinero. 


Reitero que esto ya lo establece el Código General del Proceso, dado que hay distintos tipos 
de tercerías, pero no viene al caso. Lo que se quiere poner acá es que la existencia de estas dudas no 
impide la toma urgente de la posesión. En definitiva, como es algo que ya está resuelto, no entraría a 
ver cuándo lo dispone porque parecería que se tiene que dilucidar en el juicio de expropiación, que 
tiene por objeto el establecimiento del valor del bien a ser expropiado. Una pretensión distinta es ver 
quién tiene derecho a esa indemnización; son aspectos diferentes que ya están regulados. Por lo tanto, 
sacaría lo relativo a cuándo se resuelve -porque ya está establecido- y dejaría solamente que eso no 
es obstáculo para dar posesión al organismo expropiante. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Se dejaría el texto tal como está hasta “gravámenes sobre el inmueble”? 
No me doy cuenta cómo quedaría la redacción. 


SEÑOR BORDABERRY.- Luego del punto, lo pondría de esta forma: “La no comparecencia de los 
interesados, las dudas o diferencias sobre el derecho y calidad, legitimación o titularidad de los mismos 
O la existencia de embargos, interdicciones o gravámenes sobre el inmueble, no serán obstáculo para 
dar posesión al organismo expropiante”. 


Propondría que el artículo quedara redactado de la siguiente forma: “La no comparecencia, 
las dudas o diferencias sobre el derecho y calidad, legitimación o titularidad, o la existencia de 
embargos, interdicciones o gravámenes sobre el inmueble no obstaculizarán el derecho del organismo 
expropiante”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el literal E) del artículo 27 con la redacción propuesta. 
(Se lee:) 


“Al decretar la toma urgente de posesión o el lanzamiento en los casos que corresponda, el 
Juez dispondrá el libramiento de oficio al Banco Hipotecario del Uruguay para el cobro del precio 
provisorio, a quien haya acreditado la titularidad del inmueble designado para expropiar. La no 
comparecencia de los interesados si hubiera diferencias o dudas sobre el derecho y calidad, 
legitimación o titularidad o la existencia de embargos, interdicciones o gravámenes sobre el inmueble, 
no será obstáculo para dar la posesión al organismo expropiante”. 


SEÑOR BORDABERRY.- En el literal D) el plazo de diez días perentorios e improrrogables, 
debe ir antes de “bajo apercibimiento de lanzamiento”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el artículo 27% con esa corrección. 
(Se vota:) 
3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 28*. 
(Se lee:) 


“Artículo 28*.- Vía Administrativa. Para las expropiaciones que se realicen en ejecución del 
Plan Juntos, y a los efectos de lo establecido en los artículos 15 a 18 de la Ley 3.592 de 28 de marzo 
de 1912, en la redacción dada por la Ley 17.296 de 21 de febrero de 2001 se otorgará a los 
expropiados vista por el término de diez días hábiles improrrogables a fin de que manifiesten su 
aceptación u oposición a la designación de los bienes a expropiarse, a la tasación de los mismos y a 
los planos del trazado general de la obra proyectada y de mensura de parcela o parcelas a 
expropiarse. 


En lo que no se oponga a la presente disposición continúan rigiendo las normas sobre 
expropiación vigentes”. 


En consideración. 


Anteriormente mi propuesta consistía en eliminar la frase final en el entendido de que es 
ociosa. Creo que de esa forma la redacción sería más simple. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora Presidenta: estoy totalmente de acuerdo. 


Cuando se menciona la Ley N* 17.296 se refiere a los artículos 258 y 278; me parece que en 
el caso de una ley que tiene tantos artículos, no deberíamos remitirnos tan genéricamente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Además, Secretaría me informa que no es precisamente la Ley N* 3.592 a la 
que se quiere hacer referencia, sino la que figura en el artículo anterior, la Ley N* 3.958. Entonces, 
hecha esta salvedad la redacción sería la siguiente: *...en los artículos 15 a 18 de la Ley 3.958 de 28 
de marzo de 1912, en la redacción dada por los artículos 258 y 278 de la Ley 17.296 de 21 de febrero 
de 2007”. 


Por la fecha a la que se refiere, es una ley de presupuesto. 
Se va a votar el artículo 28% con las correcciones propuestas. 
(Se vota:) 
3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 29*. 
(Se lee:) 


“Artículo 29”.- Cartera de Inmuebles. Quedan comprendidos en el artículo 400 de la ley 
17.296 de 21 de febrero de 2001, los bienes inmuebles pertenecientes al dominio público o privado del 
Estado, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados o Gobiernos Departamentales que cumplan con 
alguna de las siguientes condiciones: 


a.- En los mismos se encuentren ubicados los asentamientos irregulares en que intervenga el 
Plan Juntos. 


b.- Resulten necesarios para el realojo de dichos asentamientos. 


C.- Hayan permanecido como terrenos baldíos en los últimos 10 años previos a la 
promulgación de la presente Ley. 


Dichos inmuebles pasarán a integrar la Cartera de Inmuebles para Viviendas de Interés 
Social (CIVIS) creada por el artículo 367 de la Ley 18.362 de 6 de octubre de 2008. 


Igual destino se dará a los bienes inmuebles que se donen o leguen al Plan Juntos, los que 
se adquieran con recursos del FONAP o se expropien para la ejecución del Plan Juntos. Dichos bienes 
inmuebles se destinarán exclusivamente a la ejecución del Plan Juntos”. 


En consideración. 


SEÑOR BORDABERRY.- Con respecto a este artículo se me genera una duda porque no me queda 
claro si no se afecta la autonomía de los Gobiernos Departamentales al disponerse la inclusión de sus 
inmuebles. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Aclaro que se me planteó la misma duda y cuando pregunté sobre esto se 
me dijo que el artículo 400 a que se hace referencia establece: “Para los casos de inmuebles de 
propiedad de los gobiernos departamentales será necesario el previo consentimiento de los mismos.” 
Esto quiere decir que si el Gobierno Departamental no accede, esos inmuebles deben quedar 
excluidos. 


Si no se hacen más observaciones, se va a votar el artículo 29. 
(Se vota:) 
3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 30. 


“Artículo 30.- Prescripción adquisitiva. En las acciones de prescripción adquisitiva de los 
inmuebles comprendidos en las áreas de intervención del Plan Juntos, que promuevan los integrantes 
de los núcleos familiares participantes del mismo, en el marco de lo dispuesto en el artículo 65 de la 
Ley 18.308 de 18 de junio de 2008: a.- Bastará para probar que no superan el nivel de pobreza en sus 
ingresos, la acreditación de la condición de participantes del Plan Juntos. b.- Será suficiente prueba de 
que no son propietarios de otros inmuebles, la presentación de una declaración jurada en la que 
manifiesten dicho extremo.” 


En consideración. 


Propongo que este artículo sea eliminado porque no agrega nada al artículo 60 de la 
Ley de Ordenamiento Territorial y, además, complica. Esa posibilidad está prevista en esa otra ley por 
lo que el Plan Juntos puede recurrir a ella. 


En consecuencia, se va a votar el artículo 30. 
(Se vota:) 
0 en 3. Negativa. 
El artículo 31 refiere a la vigencia por lo que, simplemente, corresponde votarlo. 
(Se vota:) 
3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consecuencia, el jueves próximo terminaremos con el análisis de este proyecto de ley. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sería bueno que la secretaría nos remitiera cuáles fueron los artículos 
aprobados y cuáles no, para poder estudiar estos últimos y así votarlos en la próxima sesión. 


SEÑORA SECRETARIA.- Vamos a elaborar un comparativo en el que estén contenidos estos puntos. 


Hemos distribuido dos asuntos entrados, uno relativo a una solicitud de audiencia y, el otro, 
vinculado a una consideración de un ciudadano sobre los descuentos que se hacen a los trabajadores, 


jubilados y funcionarios públicos por concepto de cuotas del Banco Hipotecario del Uruguay, por los 
que no se les da un recibo. Simplemente damos cuenta de estos dos asuntos para poder darles 
entrada. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 59 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


